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Sobre:  
Expropiación a la 

inversa 

Panel integrado por su presidente, el Juez Bermúdez Torres, el 

Juez Flores García y el Juez Sánchez Ramos.   
 

Sánchez Ramos, Juez Ponente 
 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

Como explicaremos en mayor detalle a continuación, erró el 

Tribunal de Primera Instancia (“TPI”) al ordenar (post-sentencia) al 

Director de la Oficina de Gerencia y Presupuesto (en adelante 

“Director de OGP”), so pena de desacato, que sometiera a la 

Asamblea Legislativa una solicitud de asignación de fondos en el 

presupuesto operacional del año 2016-2017 para el pago de la 

sentencia dictada en el caso de epígrafe.  Tal proceder judicial 

interfiere indebidamente con las funciones de las otras ramas de 

gobierno. 

Así pues, expedimos el auto de certiorari solicitado, y 

revocamos la orden  recurrida. 

I.  

En el año 2010, Finca Matilde, Inc. (la “Demandante” o la 

“Recurrida”) presentó una demanda contra el Estado Libre 

Asociado (“ELA”) sobre expropiación a la inversa en la que reclamó 

justa compensación por el valor de la finca ubicada en el Municipio 
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de Ponce.  Tras varios incidentes procesales, en noviembre de 

2013, el foro primario dictó sentencia en la que declaró ha lugar la 

demanda de referencia y condenó al ELA a pagar a la Recurrida la 

suma de $11,184,576.00 más intereses en concepto de justa 

compensación.1  

El 28 de marzo de 2016, la Recurrida presentó ante el 

tribunal sentenciador una Moción2 donde indicó que, como parte 

de los procedimientos suplementarios a la ejecución de la referida 

sentencia, obtuvo de la entonces Secretaria del Departamento de 

Recursos Naturales y Ambientales, Hon. Carmen Guerrero Pérez, 

una certificación de que la Agencia había presentado ante la 

OGP una solicitud de enmienda a su propuesta de presupuesto 

2016-2017 a los fines de incluir una partida para el pago de la 

sentencia dictada.  Indicó, además, que para garantizar la referida 

asignación de fondos en el presupuesto operacional, procedía que 

el tribunal sentenciador dictara una orden “[…]con la mayor 

premura a fin de que los funcionarios a quienes nuestro 

ordenamiento jurídico confiere la facultad de formular el 

presupuesto procedan a cumplir con su obligación de asignar los 

fondos necesarios […]” debido al hecho de que el presupuesto 

correspondiente al año fiscal 2016-2017 “estaba bajo la 

consideración de la Asamblea Legislativa” y debía ser aprobado no 

más tarde del 30 de junio del corriente año. 

A tales fines, el 1 de abril de 2016, el foro primario emitió un 

dictamen en el que ordenó al Director de OGP, en un término de 

30 días, so pena de desacato, a someter a la Asamblea Legislativa 

una solicitud de asignación de fondos en el presupuesto 

operacional del año fiscal 2016-2017 para el pago de la sentencia 

                                                 
1 Luego de varios trámites procesales, la sentencia advino final y firme el 12 de 

diciembre de 2015. 
2 “Moción Solicitando se Ordene a la Oficina de Gerencia y Presupuesto a 

Someter a la Asamblea Legislativa una Solicitud de Asignación de Fondos en el 
Presupuesto del Año Fiscal 2016-2017 para el pago de la Sentencia dictada en 

este caso”. 
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dictada en el caso de epígrafe, por la suma de $11,184,576.00, 

intereses a partir del 9 de agosto de 2008 y $9,053.53 en concepto 

de costas e intereses desde el 13 de junio de 2014. 

Oportunamente, el ELA presentó una solicitud de 

reconsideración en la que alegó, en síntesis, que la referida orden 

es contraria a las doctrinas de separación de poderes y de cuestión 

política, debido a que la Constitución, expresamente, delegó a las 

ramas políticas del gobierno la elaboración del presupuesto 

operacional.  Asimismo, alegó que, en efecto, la Agencia había 

realizado todas las acciones necesarias y conducentes a solicitar la 

referida asignación presupuestaria.  Pese a estos argumentos, el 

25 abril de 2016, el foro primario denegó dicha solicitud.3 

Inconformes con la referida determinación, el 1 de junio de 

2016, mediante el recurso de referencia, el ELA acudió ante este 

tribunal y alegó que erró el Tribunal de Primera Instancia: 

[A]L ORDENARLE AL DIRECTOR DE LA OGP QUE 
SOLICITE A LA LEGISLATURA UNA ASIGNACIÓN EN EL 
PRESUPUESTO DEL PRÓXIMO AÑO FISCAL PARA EL 
PAGO DE LA SENTENCIA DICTADA EN EL CASO DE 
EPÍGRAFE, AUN CUANDO A ESE FUNCIONARIO NO LE 
CORRESPONDE TOMAR ESA DETERMINACIÓN. 
 
[A]L EMITIR LA ORDEN RECURRIDA, YA QUE ESE 
DICTAMEN INTERFIERE INDEBIDAMENTE CON EL 
EJERCICIO DE LAS FACULTADES CONCEDIDAS AL 
GOBERNADOR DE PUERTO RICO POR LA LEY 21-
2016. 
 

II.  

A. El Presupuesto Anual del Estado Libre Asociado 

La elaboración del presupuesto gubernamental es, 

argüiblemente, el asunto más central y neurálgico que nuestra 

Constitución delega en las ramas políticas del ELA.  Las decisiones 

que se toman al respecto – cuánto dinero asignar a cada asunto 

bajo la incumbencia del gobierno – implica las más delicadas 

consideraciones de política pública, pues un dólar que se asigne a 

determinado asunto es un dólar que no está disponible para otro.  

                                                 
3 La Resolución fue notificada el 3 de mayo de 2016. 
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Particularmente en tiempos de estrechez fiscal, el ejercicio de 

determinar a qué se asignarán los fondos disponibles implica y 

requiere un complejísimo y difícil ejercicio, el cual necesariamente 

resultará en que asuntos usualmente prioritarios no recibirán la 

asignación de fondos que de otro modo se establecería.   

Esta función, en cuanto entraña armonizar diversos 

intereses y necesidades en competencia por unos fondos limitados, 

y la cual conlleva consecuencias sustanciales para cientos de 

miles, por no decir millones, de personas, está delegada 

constitucionalmente en nuestras ramas políticas4, que son las que 

responden al pueblo, a través de la urna electoral, por sus 

decisiones y actuaciones. 

En efecto, por mandato constitucional, el esquema de la 

elaboración presupuestaria requiere que el Poder Ejecutivo, 

representado por el Gobernador, someta anualmente a la 

Asamblea Legislativa una petición presupuestaria o los 

presupuestos recomendados. Art. IV, Sec. IV, Const. ELA, LPRA, 

tomo 1.  En dicha petición o informe, se tienen que detallar las 

propuestas de asignaciones de fondo y establecimiento de 

mecanismos de recaudos para subsidiar los gastos estimados. Íd.   

Una vez la Asamblea Legislativa estudia y evalúa el 

presupuesto presentado, es que dicho cuerpo procede a aprobar la 

ley o resolución conjunta sobre el presupuesto. Art. III, Sec.17, 

Const. ELA, supra.  Así, corresponde a la Asamblea Legislativa 

determinar cuales de las recomendaciones del Poder Ejecutivo 

serán aprobadas, enmendadas o eliminadas.  Incluso, como parte 

de sus prerrogativas, la Asamblea Legislativa puede incluir nuevos 

asuntos aunque los mismos no hayan sido contemplados 

previamente en el informe anual del Gobernador.  Finalmente, una 

                                                 
4 Véase Artículo III, secs. 17 y 20; Artículo IV, Sec. 4; Artículo VI, Secs. 6 y 8 de 
la Constitución del Estado Libre Asociado (la “Constitución”), Const. ELA LPRA, 

tomo 1. 
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vez sometida la ley del presupuesto general ante la consideración 

del Gobernador, este último tiene la facultad de reducir o eliminar 

cualquier partida de lo presupuestado.  Así lo dispone la 

Constitución en el Art. III, sección 20, el cual reza que “[a]l aprobar 

cualquier proyecto de ley que asigne fondos en más de una 

partida, el Gobernador podría eliminar una o más partidas o 

disminuir las mismas, reduciendo al mismo tiempo los totales 

correspondientes”. Art. III, Sec. 20, Const. E.L.A., supra. 

(Subrayado nuestro). Igualmente, el Gobernador tiene la facultad 

de sancionar o desaprobar con arreglo a la Constitución, las 

resoluciones conjuntas y los proyectos de ley aprobados por la 

Asamblea Legislativa. Art. IV, Sec. 4, Const. E.L.A., supra. 

Así pues, las ramas políticas del gobierno tienen el deber 

ineludible de actuar de manera conjunta para lograr un 

presupuesto balanceado, en cumplimiento con el mandato 

constitucional recogido en el Art. VI, sección 7 de la Constitución, 

supra.  La Constitución también establece las prioridades de 

desembolso cuando los recursos disponibles para un año 

económico no basten para cubrir las asignaciones aprobadas para 

ese año --su Art. VI, Sec. 8, establece que “se procederá en primer 

término, al pago de intereses y amortización de la deuda pública, y 

luego se harán los demás desembolsos de acuerdo con la norma de 

prioridades que se establezca por ley”. Art. VI, Sec. 8, Const. ELA,  

supra.  La Constitución también prevé para el caso en que las 

ramas políticas no se pongan de acuerdo en un nuevo 

presupuesto, estableciéndose que, en dicho caso, el Gobernador 

podrá autorizar “[…] los desembolsos necesarios … hasta que se 

aprueben las asignaciones correspondientes […]”, disponiéndose 

que “continuarán rigiendo las partidas consignadas en las últimas 

leyes aprobadas para los mismos fines y propósitos, en todo lo que 

fueren aplicables […]” . Art. VI, Sec.6, Const. ELA, supra.  
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En fin, de las disposiciones constitucionales arriba 

transcritas surge, diáfanamente, que la facultad de elaborar el 

presupuesto operacional del ELA recae, exclusivamente, en la 

Asamblea Legislativa y el Gobernador.  Con el fin de facilitar el 

descargo de dicha función, se aprobó la Ley 147 del 18 de junio de 

1980, según enmendada, 23 LPRA 101 et. seq., conocida como Ley 

Orgánica de la Oficina de Gerencia y Presupuesto (“Ley 147”), con 

el propósito de, entre otras cosas, crear la Oficina de Gerencia y 

Presupuesto (“OGP”), adscrita a la Oficina del Gobernador, y cuyo 

propósito es fungir como un organismo asesor y auxiliar para 

ayudar al Gobernador en el descargue de sus funciones y 

responsabilidades de dirección y administración. 23 LPRA 102.  

En particular, el artículo 4 de la referida ley establece los 

deberes y facultades del Gobernador con relación a la aprobación 

del presupuesto general del gobierno.  En lo aquí pertinente, 

faculta expresamente al Gobernador, con respecto a la 

administración y control del presupuesto, a poner en vigor las 

medidas señaladas en este artículo para cumplir con el mandato 

constitucional de mantener un presupuesto balanceado. Art. 4, 23 

LPRA sec. 104, supra.  El inciso (c) del Art. 4 de la Ley Núm. 147, 

supra, establece ciertas normas de prioridades para los 

desembolsos de fondos públicos, cuando los recursos disponibles 

en un año fiscal no bastan para ese año.   

La Oficina de Gerencia y Presupuesto tiene entre sus 

facultades y deberes los siguientes:    

 […]  

 (1) Facultades relacionadas con la formulación del   
presupuesto:     

 (A) Requerir de los distintos organismos, 
corporaciones públicas y subdivisiones políticas del 
Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico y 
en la fecha que ésta determine, las peticiones 
presupuestarias con los planes de trabajo y las 
justificaciones correspondientes y toda la 
información de índole programática, fiscal y 
gerencial, gastos que se proponen, estados 
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financieros y de operaciones y cualquier otra 
información que se necesite.     
  
(B)  Reunir, relacionar, revisar, rebajar o aumentar 
las peticiones presupuestarias de los distintos 
organismos estatales, excepto como se dispone el 
Artículo 4(a)(7) de esta ley…”.   
 
(C) […] 
 
(D) [...] 
 
(E) […] 
 
(F) Tomar en consideración e incorporar durante el 
análisis de las peticiones presupuestarias de los 
organismos, los señalamientos y recomendaciones 
contenidas en los estudios y los análisis gerenciales y 
de auditoría operacional que se realicen en las 
agencias. 
 
(G) […] 

 
(2) Facultades relacionadas con la administración, 
ejecución y control del Presupuesto: 
 

(A) Preparar y recomendar para la aprobación del 
Gobernador, los detalles presupuestarios o 
Presupuestos Ejecutivos, de acuerdo con el apartado 
E, inciso (1) del Artículo 4. 
 

[...]  (Énfasis nuestro) 23 LPRA 103.   
 

De modo que, como parte del trámite dispuesto para que la 

Rama Ejecutiva, de forma interna, se organice en cuanto a la 

preparación del presupuesto, se dispone que cada agencia 

presente un detallado examen de sus necesidades y se presente 

una propuesta a la Oficina de Gerencia y Presupuesto para su 

evaluación.  En su función de asesoría, la OGP, luego de 

considerar y evaluar las peticiones de cada agencia, emite las 

correspondientes recomendaciones al Gobernador.  De forma 

compatible con la función que la Constitución delega en el 

Gobernador, la Ley 147 no autoriza a OGP a enviar un proyecto 

presupuestario a la Asamblea Legislativa.  Una vez el Gobernador 

evalúa la recomendación de OGP, éste determina cuál será el 

proyecto presupuestario que enviará a la Asamblea Legislativa, y 

se continúa con el proceso arriba discutido. 

En cuanto al desembolso de partidas asignadas en el 

presupuesto, el artículo 6 de la Ley Núm. 230 de 23 de julio de 
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1974, según enmendada (Ley Núm. 230), 3 LPRA sec. 283e, asigna 

al Departamento de Hacienda la custodia y manejo de las 

asignaciones de fondos públicos.  En relación al desembolso de 

estos, el Art. 8 de la referida ley, en lo pertinente, dispone lo 

siguiente:     

(a) Todas las asignaciones y los fondos autorizados para las 
atenciones de un año económico, serán aplicados 
exclusivamente al pago de gastos legítimamente incurridos 
durante el respectivo año o al pago de obligaciones 
legalmente contraídas y debidamente asentadas en los 
libros durante dicho año.   

 
(b) No podrá gastarse u obligarse en un año económico, 
cantidad alguna que exceda de las asignaciones y los 
fondos autorizados por la ley para dicho año, incluyendo las 
cantidades traspasadas con abono a dichas asignaciones y 
los fondos por disposición de ley; ni comprometerse en 
forma alguna al Gobierno en ningún contrato o negociación 
para el futuro pago de cantidades que excedan de dichas 
asignaciones y los fondos, a menos que ello esté 
expresamente autorizado por ley.   
 
[…] 3 LPRA 283(g).   

B.  La Separación de Poderes y la Cuestión Política 

Es un principio de nuestro sistema republicano de gobierno 

que cada rama de gobierno tiene unas funciones medulares con las 

cuales las otras no pueden interferir; generalmente, se conoce este 

principio como el de separación de poderes. Art. I, Sec. 2, Const. 

ELA, supra.  La doctrina de separación de poderes está 

invariablemente atada a nuestra concepción de cómo debemos 

organizarnos y funcionar políticamente.  Díaz Carrasquillo v. García 

Padilla, 191 DPR 97 (2014); AAR, Ex parte, 187 DPR 835, 855 

(2013).  Esto, porque la finalidad de esta doctrina es mantener la 

colaboración entre las tres (3) ramas de gobierno, sin que una 

domine o interfiera indebidamente con la otra. Colón Cortés v. 

Pesquera, 150 DPR 724, 750 (2000).  El propósito ulterior es 

proteger la libertad de los ciudadanos, garantizando la 

independencia de cada una de las ramas de gobierno. Íd.  

Precisamente como corolario de esta doctrina, se ha 

desarrollado jurisprudencialmente una sabia doctrina de 
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autolimitación judicial que, en ciertas circunstancias, aconseja la 

no intervención del tribunal con asuntos estrictamente políticos.  

En efecto, la doctrina de cuestión política plantea, en esencia, que 

hay asuntos que no son susceptibles de adjudicación o 

determinación judicial, porque su resolución corresponde a las 

ramas políticas del gobierno y la intervención judicial conllevaría 

una intromisión indebida en los asuntos delegados a dichas 

ramas. Noriega Rodríguez v. Hernández Colón, 135 DPR 406, 422 

(1994).  Así, cuando aplica la doctrina de cuestión política, se 

considera que el caso no será justiciable y que el tribunal debe 

abstenerse de adjudicarlo. 

Los criterios que guían la determinación de si aplica la 

doctrina de cuestión política son:  

A. La Constitución delega expresamente el asunto en 

controversia a otra rama del Gobierno.  

B. No existen criterios o normas judiciales apropiadas para 

resolver la controversia.  

C. Resulta imposible decidir sin hacer una determinación 
inicial de política pública que no le corresponde a los 

tribunales.  

D. Resulta imposible tomar una decisión sin expresar una 

falta de respeto hacia otra rama de gobierno.  

E. Hay una necesidad poco usual de adherirse sin 
cuestionamiento a una decisión política tomada 

previamente.  

F. Hay el potencial de confusión proveniente de 
pronunciamientos múltiples de varios departamentos del 
Gobierno sobre un punto. Silva v. Hernández Agosto, 118 
DPR 45, 54 (1986); Baker v. Carr, 369 U.S. 186 (1962). 

 

Con relación a lo anterior, se ha explicado que existen tres 

vertientes de la doctrina de cuestión política, a saber: 1) la que 

requiere que los tribunales no asuman jurisdicción sobre un 

asunto, porque este ha sido asignado textualmente por la 

Constitución a otra rama del Gobierno; 2) aquella según la cual los 

tribunales deben abstenerse de intervenir, bien porque no existen 

criterios de decisión susceptibles de descubrirse y administrarse 

por los tribunales, o bien por la presencia de otros factores 
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análogos; y 3) la que aconseja la abstención judicial por 

consideraciones derivadas de la prudencia. Noriega Rodríguez v. 

Hernández Colón, supra, 135 DPR a la pág. 422 (1994).   

III. 

Concluimos que erró el TPI al pretender inmiscuirse en, y así 

intentar dirigir o controlar judicialmente, el proceso 

presupuestario, el cual corresponde exclusivamente a las ramas 

políticas del gobierno.  Sencillamente, el esquema diseñado por la 

Constitución es incompatible con la idea de que un tribunal pueda 

determinar qué asignaciones se legislarán como parte del 

presupuesto anual.  Al igual que un tribunal no puede ordenar a la 

Asamblea Legislativa que apruebe determinada ley, u ordenar al 

Gobernador que firme o vete determinada pieza legislativa, 

tampoco puede un tribunal ordenar al Gobernador que presente 

determinada legislación ante la Asamblea Legislativa, ni obligar a 

un asesor legislativo o de la Rama Ejecutiva (como lo es OGP), a 

“recomendar” a la Asamblea Legislativa, o al Gobernador, que 

actúen de determinada manera en conexión con las funciones que 

constitucionalmente se le delegan. 

En este caso particular, este principio fundamental de la 

separación de poderes se manifiesta en la no justiciabilidad de lo 

solicitado por la Demandante, de conformidad con la doctrina de 

cuestión política.  El asunto ante nuestra consideración no es 

susceptible de una determinación judicial que permita un remedio 

específico, por tratarse de una cuestión política, delegada 

expresamente a las ramas políticas del gobierno por nuestra 

Constitución.   

En efecto, están aquí presentes prácticamente todas las 

consideraciones que informan la decisión de si un asunto es una 

cuestión política.  Noriega Rodríguez v. Hernández Colón, supra; 

Silva, supra.  En primer lugar, como se explicó arriba, la 
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Constitución delega expresamente en las ramas políticas la 

preparación de un presupuesto.  Los tribunales debemos “recordar 

la diferencia fundamental que debe existir entre el estrado […] y el 

hemiciclo de los Cuerpos Legislativos…” AAR, Ex parte, supra, 187 

DPR a la pág. 847. 

  En segundo lugar, no existen criterios o normas apropiadas 

que le permitan al tribunal elaborar un presupuesto en sustitución 

de las ramas políticas.  Adviértase que una orden para incluir en el 

presupuesto una partida de aproximadamente $11 millones para 

satisfacer la sentencia en este caso necesariamente implica una 

decisión sobre qué servicios o asuntos (incluyendo, posiblemente, 

el pago de otras sentencias) verán reducidas sus asignaciones por 

igual cantidad.  Precisamente este es el tipo de decisión que 

involucra consideraciones de política pública que solamente una 

rama elegida por el pueblo puede realizar, sin que un tribunal 

tenga los elementos de juicio ni los mecanismos para realizar este 

fino y delicado balance.   

En tercer lugar, y por razones similares, la intervención 

judicial con la confección del presupuesto conllevaría 

determinaciones de política pública que no le corresponden a la 

Rama Judicial.  Finalmente, no es posible emitir una orden como 

que solicitó la parte demandante sin que ello conlleve una falta de 

respeto a nuestras ramas políticas. 

La prudencia, además, exigía que el TPI se abstuviera de 

emitir la orden solicitada en este caso particular, dado que, 

incluso, ya el DRNA, como parte del proceso presupuestario, había 

solicitado al Gobernador (a través de OGP) que incluyera en sus 

asignaciones una partida para el pago de la sentencia que nos 

ocupa.  Adviértase, además, que la orden emitida, en este contexto, 

tampoco constituye un remedio eficaz, pues únicamente exige que 

se presente la asignación a la Asamblea Legislativa, mas nada 
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impide que la Asamblea Legislativa, dentro de sus prerrogativas, 

no acepte esta asignación o, aun aceptándola, que el Gobernador 

la elimine posteriormente.  Salvo que el tribunal también ordene a 

las ramas políticas que legislen la asignación que permitiría el pago 

de la sentencia de este caso (lo cual, como hemos explicado, es 

impermisible), la orden constituye un ejercicio inútil que debe ser 

evitado por los tribunales. 

En fin, pretender, mediante orden judicial, intervenir en el 

proceso presupuestario constituye una interferencia indebida con 

las funciones ejecutivas y legislativas, delegadas expresamente por 

la Constitución a las ramas políticas.  Como se consignó en Silva v. 

Hernández Agosto, supra, 118 DPR a la pág. 57 (1986): 

“… La teoría de la separación de poderes requiere que 

las facultades delegadas por el pueblo en la Carta 
Constitutiva se distribuyan entre las tres ramas… Su 

éxito depende de que cada una acepte y respete la 
autoridad de las otras y entienda la interrelación de 
sus funciones. Su perdurabilidad requiere que cuando 

haya un conflicto sobre el alcance de los poderes 
constitucionales de cualquiera de ellas, los tribunales 
intervengan con prudencia y deferencia para aclarar 

los contornos de la Constitución y facilitar la 
resolución de las diferencias.” (subrayado nuestro) 

 
IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se expide el auto de 

certiorari solicitado, se revoca la orden recurrida y se devuelve el 

caso al Tribunal de Primera Instancia para procedimientos 

ulteriores compatibles con lo aquí resuelto. 

 Lo acuerda y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 El Juez Flores García emite voto particular de conformidad 

por separado.  

 
                                            Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
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EL JUEZ FLORES GARCÍA EMITE UN VOTO DE CONFORMIDAD  

 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

La sentencia apelada involucra la delicada tarea 

de conciliar por un lado el poder compartido del 

Ejecutivo y el Legislativo de aprobar el presupuesto 

que contenga las reglas y partidas para la operación 

del Estado y por otro lado, la protección de un 

derecho constitucional a que el Estado no “tome” o 

“perjudique” la propiedad privada “a no ser mediante 

el pago de una justa compensación.” Art. II, § 9, 

Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico.  

En este caso, para hacer valer el derecho 

constitucional descrito, el Tribunal de Primera 

Instancia ordenó a la Oficina de Gerencia y 

Presupuesto incluir como parte de las partidas del 

presupuesto anual sometidas a la Asamblea Legislativa 

una partida ascendente a $11,184,576.00, más el 

cómputo de intereses y costas.  
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Estoy conforme con la elocuente descripción del 

proceso de aprobación del presupuesto y la doctrina de 

separación de poderes al amparo de la Constitución 

federal y de Puerto Rico narrado en la Sentencia para 

establecer la improcedencia del remedio concedido por 

el foro primario. Solo emito unas breves expresiones 

adicionales para añadir que conforme al derecho 

vigente otras consideraciones jurídicas nos impiden 

sostener la sentencia.  

Según se conoce, recientemente el Congreso 

amparándose la Sección 3, Artículo IV de la 

Constitución federal aprobó la ley federal, Public Law 

114-187 on 6/30/2016 (Puerto Rico Oversight, 

Management, and Economic Stability Act or PROMESA), 

conocida como “PROMESA”. Título I, Art. 101 (b) (2).  

La legislación federal tuvo el efecto de alterar el 

esquema de gobernanza, administración pública, así 

como las funciones y la interrelación entre las tres 

ramas del gobierno local. Entre los poderes 

constitucionales más importantes de las ramas de 

gobierno del Estado Libre Asociado, alterados por la 

legislación federal, se encuentran los poderes de las 

ramas legislativas y ejecutivas para aprobar e 

implantar legislación, así como para el diseño y 

aprobación de presupuestos. Sobre este último, 

aplicable a este caso, el Artículo 202 de PROMESA 

establece un nuevo esquema para la aprobación del 

presupuesto.  

Bajo el nuevo esquema para la aprobación de 

presupuestos, la Junta de Control Fiscal someterá al 

Gobernador o Gobernadora y a la Asamblea Legislativa 

un itinerario para la preparación, implantación, 
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aprobación y certificación de los presupuestos 

gubernamentales por periodos de años fiscales, no 

menor a un año fiscal. Art. 202 (a). Asimismo, la 

Junta someterá al Gobernador y a la Asamblea 

Legislativa el estimado de ingresos para la confección 

y aprobación de presupuestos, conforme estime la 

Junta. Art. 202 (b).  

El inciso (c) del Art. 202 de la legislación 

regula el proceso de presupuestos desarrollados por el 

Gobernador. Este inciso, exige al Gobernador someter a 

la Junta de Control Fiscal el presupuesto propuesto 

conforme a los términos establecidos por la Junta en 

el itinerario de aprobación y en cumplimiento con el 

Plan Fiscal que exige el Artículo 201. Si la Junta 

determina que el presupuesto sometido por el 

Gobernador está en cumplimiento, lo aprobará y lo 

someterá a la Asamblea Legislativa. En caso de 

incumplimiento, proveerá al Gobernador una 

notificación y oportunidad para corregirlo. El 

Gobernador podrá someter un presupuesto revisado a la 

Junta. En caso de que el Gobernador no cumpla en 

someter a la Junta o a la Asamblea Legislativa un 

presupuesto revisado de conformidad a lo exigido por 

la Junta, la propia Junta someterá al Gobernador y a 

la Asamblea Legislativa un presupuesto en cumplimiento 

revisado conforme a los criterios exigidos por la 

Junta, “…the Oversight Board shall develop and submit 

to […] to the Governor and the Legislature, in the 

case of a Territory Budget, a revised compliant 

budget.”  Art. 202 (c)(1)(A)(B) y (2). 

Una vez, el Gobernador somete a la Asamblea 

Legislativa la recomendación de las partidas de 
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presupuesto, bajo el esquema reseñado, la Asamblea 

Legislativa aprobará el presupuesto de conformidad al 

esquema establecido en el Art. 202 (d) de la 

legislación. Bajo este marco jurídico, la Asamblea 

Legislativa someterá para la aprobación de la Junta el 

presupuesto aprobado en el plazo especificado por la 

Junta y esta última determinará si el presupuesto 

aprobado está en cumplimiento con el itinerario y el 

plan fiscal. Art. 202 (d)(1). En caso de 

incumplimiento, la Junta notificará a la Asamblea 

Legislativa y le dará la oportunidad de corregir las 

violaciones. Art. 202 (d)(1)(A)(B). Tal como se 

establece en el caso de los presupuestos 

confeccionados por el Ejecutivo, en caso de que la 

Asamblea Legislativa incumpla en someter un 

presupuesto de conformidad a lo requerido por la Junta 

en el Itinerario y en el Plan Fiscal, la propia Junta 

podrá establecer el presupuesto y someterlo al 

Gobernador y a la Asamblea Legislativa. Art. 202 

(d)(2). 

En aquellos casos en que el Gobernador y la 

Asamblea Legislativa aprueben un presupuesto en 

cumplimiento con el Itinerario y el Plan Fiscal, la 

Junta emitirá una certificación de cumplimiento y el 

presupuesto se entenderá como uno aprobado. Art. 202 

(e) (1)(2). 

Cuando el Gobernador y la Asamblea Legislativa no 

aprueben un presupuesto en cumplimiento con los 

requisitos establecidos por la Junta para el primer 

día del año fiscal en que se desarrolla el 

presupuesto, la Junta podrá someter un presupuesto, 

considerarlo aprobado y certificarlo como uno en 
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cumplimiento con vigencia al primer día del año fiscal 

aplicable. Art. 202 (e) (3). 

El estatuto dispone que, independientemente del 

marco jurídico anterior, en caso de que la Junta, el 

Gobernador y la Asamblea Legislativa establezcan y 

certifiquen un presupuesto de consenso que cumpla con 

el itinerario y el Plan Fiscal, se certificará el 

presupuesto como el presupuesto territorial para ese o 

para los años fiscales que se apruebe. Art. 202 (f).  

El Gobernador y la Asamblea Legislativa están 

impedidas de reasignar o alterar las partidas 

establecidas en el presupuesto, sin la aprobación de 

la Junta de Control Fiscal. Art. 204 (c). 

El Art. 203 de la Ley dispone los efectos de 

incurrir en incumplimiento con el presupuesto 

aprobado. La legislación exige la presentación ante la 

Junta de informes trimestrales sobre los ingresos 

recaudados por el Estado, así como el poder para 

reducir partidas de gastos en caso de incongruencias o 

diferencias entre los ingresos proyectados y los 

recaudados.  

El nuevo esquema jurídico, prohíbe al Gobernador 

y a la Asamblea Legislativa ejercer control, 

supervisar o fiscalizar las actividades de la Junta. 

Como tampoco podrán implantar legislación que sea 

contraria a las disposiciones de PROMESA, conforme lo 

determine la Junta de Control Fiscal. Art. 108 (a) 

(1)(2). 

El marco jurídico establecido en la legislación 

federal altera significativamente el proceso de 

confección y aprobación de los presupuestos conforme 

establecido en la Constitución de Puerto Rico e incide 
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sobre la controversia ante nuestra consideración. 

Aunque la ejecución, el alcance de su aplicación y los 

efectos jurídicos resultan insospechados e 

impredecibles, es nuestro ordenamiento jurídico 

vigente, “lex terrae”.  

En este caso, el foro primario, de conformidad a 

la casuística federal y local aplicable, tendrá que 

conceder el remedio adecuado a la parte apelada.  

 

 

GERARDO A. FLORES GARCÍA 

                   Juez de Apelaciones 

 


